                   Causa nº 4.075(Reg. de Pres. nº 16401)


ACUERDO

En la ciudad de La Plata, Sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, a los 6 días del mes de julio de dos mil seis, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores jueces de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, doctores  Juan Carlos Ursi, Ricardo Borinsky y Federico G.J Domínguez, con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de resolver la causa número 4.075 (Registro de Presidencia nº 16.401) caratulada “M., H. A. s/recurso de casación” conforme al siguiente orden de votación: BORINSKY – URSI - DOMINGUEZ.

ANTECEDENTES

El Juzgado Correccional número 2 de La Plata condenó a H. A. M. a un año de prisión de ejecución condicional y dos años de inhabilitación especial para conducir vehículos automotores, accesorias legales, con costas, por resultar autor del delito de lesiones graves y leves culposas, en concurso ideal, que se dice constatado el 12 de julio de 1.999.

Contra dicho pronunciamiento la Defensora Oficial interpuso recurso de casación (fs. 26/29 vta.) denunciando violación de los artículos 1º, tercer párrafo, y 210 del Código Procesal Penal.

Discrepó con el “a quo”, en cuanto a que la excesiva velocidad impresa por M. al vehículo, haya sido la causa de la pérdida de control del mismo, pues su defendido negó conducir a una velocidad superior a la precaucional, conforme a las circunstancias de clima, deterioro de ruta, y nocturnidad, atribuyendo la falta de dominio sobre el rodado a la pérdida de aire del neumático trasero, acreditada mediante la pericia mecánica, incorporada por lectura al debate.

Sostuvo asimismo, que ninguna de las  declaraciones valoradas en la sentencia, pudo reconstruir exactamente lo ocurrido, ni avalar la descripción del suceso, tal como lo hizo el sentenciante.

Consideró luego, que igual suerte corren las manifestaciones de los peritos accidentólogo y mecánico, que, por su nivel de vaguedad y carácter hipotético, respectivamente, no logran desplazar la veracidad de los dichos del imputado.

 Entendió igualmente, que se configuró una situación objetiva de duda, que fue resuelta en contra del imputado, violándose lo dispuesto por el artículo 1º, tercer párrafo, del Código Procesal Penal, escogiéndose una de las variadas hipótesis posibles, sin un argumento que sustente tal elección.

Dijo luego, en cuanto a la velocidad del vehículo, decisiva para la conclusión incriminatoria, que las versiones aportadas fueron harto disímiles ─90, 100, 130 km/h ─ y ninguna de las testificales ( veraces para el “a quo”) aportó pautas objetivas para respaldar sus asertos, transgrediéndose la manda del artículo 210 del Código Procesal Penal.

Adunó a ello, que tanto la pericia accidentológica, como lo manifestado por el experto en el debate, no arrojaron certeza sobre la velocidad de desplazamiento del rodado de M. al momento del hecho, mientras de lo declarado por éste y los testigos, surge que abandonaron Ensenada a las 03.30 horas, y el sentenciante tuvo por acreditado que el suceso se produjo a las 05.45 horas, con lo que concluye se realizaron menos de 100 kilómetros en más de dos horas, por lo que solicitó se case la sentencia recurrida.

Concedido el recurso por el “a quo” (fs. 30/31vta.) y radicado en la Sala con debida noticia a las partes (fs. 39/vta.), el Fiscal (fs. 40/41vta.) postuló su rechazo en virtud que el impugnante no demostró el absurdo alegado en la valoración de los hechos, como el derecho en relación a las pruebas.

Advirtió, que no se evidencia quebrantamiento de las normas que rigen la valoración probatoria, ni absurdo en el razonamiento del juzgador. 

Agregó en la misma dirección, que el mero criterio diverso del recurrente respecto de lo sostenido por el Tribunal en cuanto a la autoría, sin demostrar la existencia de absurdo o arbitrariedad, debe quedar fuera del control casacional.

Dijo, en tal sentido, que para la configuración del absurdo es necesario que el sentenciante se aparte notoriamente de las reglas de la sana crítica y de la lógica, lo que no es el caso.

 Concluyó, sobre el punto, que el recurrente se limita a exponer un criterio diverso al del sentenciante, desentendiéndose de los fundamentos certeros del decisorio atacado, citando en apoyo de su postura lo dicho por esta Casación en las causas números 161, 30, 191 y 1.503.

Encontrándose el Tribunal en condiciones de resolver, se plantean y votan las siguientes

CUESTIONES

1) ¿Se encuentra extinguida por prescripción la acción penal en la presente causa?

2) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

               VOTACIÓN

A la primera cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

Conforme la nueva redacción del artículo 67, cuarto párrafo, del Código Penal, establecida por la ley más benigna 25.990 (argumento del artículo 2º del mismo Código), son actos jurisdiccionales que interrumpen el curso de la prescripción de la acción penal, entre otros, la requisitoria efectuada el 2 de julio de 2001 (ver certificación de fs. 42) y la citación a juicio del 11 de noviembre de 2.003 (ver informe citado).
Por tanto, si desde la requisitoria, ha transcurrido el plazo de dos años, establecido por el artículo 62, en función del 94 en su versión de la ley 21.338 del Código Penal, y según se desprende del informe de fs. 48/49 el imputado no cometió otro delito (doctrina del artículo 67 del mismo código), la acción se encuentra extinguida por prescripción, por lo que corresponde sobreseerlo sin costas (artículos 59 inciso 3º, 62 inciso 2º y 67, cuarto párrafo, en función del 94, todos del Código Penal).

En su mérito a esta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA.

 A la misma primera cuestión el señor juez doctor Ursi dijo: 

          Que según la nueva redacción del artículo 67, cuarto párrafo, del Código Penal, establecida por la ley 25.990 que en la especie deviene más benigna (artículo 2 del mismo Código), interrumpe el curso de la prescripción de la acción penal, entre otros, el auto de citación a juicio o acto procesal equivalente.

          Como la Corte Suprema de Justicia de la Nación  ha entendido de antaño, “la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido; en el que tienen en la vida diaria” (Fallos 200:176), por lo que en principio es dable concluir que la expresión “citación a juicio” no puede ser entendida al margen de la mención que de ella se hace en el art. 338, primer párrafo, del C.P.P, donde se subtitula el texto con esas mismas palabras y se hace hincapié en que “Se notificará inmediatamente la constitución del Tribunal a todas las partes, las que en el mismo acto serán citadas a juicio..”; siendo por otra parte de destacar que dicha norma es análoga a otras previstas en ordenamientos procesales similares al nuestro: artículos 354 del C.P.P. de la Nación, 361 del C.P.P Córdoba, 364 del C.P.P Mendoza, 319 del C.P.P Neuquén, 332 del C.P.P San Juan, 337 del C.P.P Santa Cruz, 305 del C.P.P Santiago del Estero, 361 del C.P.P Tucumán, entre otros.

          Por lo demás, acorde también con la idea de que el significado que las palabras y los conjuntos de palabras tienen en el lenguaje cotidiano “habrá de hacerse sin olvido de la técnica jurídica que ordena superar el análisis aislado o fragmentario de los términos para preferir en cambio aquel significado que resulta de su conexión con otros textos de la misma ley o código (Fallos: 300:1080; 301:460 entre muchos otros), será menester vincular interpretativamente los arts. 308 y 309 del C.P.P para luego concluir que en el primero de ellos se resuelven cuestiones de decisiva importancia como el ofrecimiento y determinación de las pruebas que serán ventiladas en el debate, la decisión de llevar a cabo diligencias en el marco de una instrucción suplementaria, la unión o separación de juicios, etc. En suma, medidas no solo definitorias de los carriles por los que transitará en sustancia el juicio, sino también reveladoras de un decisivo impulso de la pretensión punitiva del Estado. Lo que resulta a mi juicio dirimente desde la perspectiva de determinar la entidad de un acto interruptivo de la prescripción penal.

          Por el contrario, el art. 339 del C.P.P se refiere a cuestiones mas bien menores e instrumentales de cuanto se decida al amparo del precepto anterior; como determinar, por caso, a cargo de quienes quedará la labor de notificar a los órganos de prueba; por medio de qué agencias del Estado se lo hará; o con qué importes se contará para indemnizar a los testigos de sus gastos de viaje y estadía.

          Por esta razón me aparto del voto del Dr. Borinsky en tanto sostiene la prescripción de la acción penal que propugna en el plazo transcurrido entre el cumplimiento de las diligencias contempladas en el art. 339 del C.P.P.

          Sin embargo, tal como surge de la certificación actuarial de fs. 42, si ha transcurrido el plazo de prescripción de la acción penal previsto en el artículo 62 en función del artículo 94 según ley 21.338 que resulta aplicable al caso, entre la citación a juicio de fecha 10 de diciembre de 2001 y la condena no firme del 26 de marzo de 2004, por lo que no surgiendo la comisión por parte del imputado de nuevos delitos (confr. informe de fs. 48/49), la acción se encuentra extinguida por prescripción y corresponde sobreseer al imputado H. A. M., sin costas (confr. Arts. 2, 62 inciso 2º, 67 cuarto párrafo, en función del art. 94 según ley 21.338;  todos del Código Penal y 323 del C.P.P)

          En su mérito a esta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA. 

          A la misma primera cuestión el señor juez doctor Domínguez dijo:

Adhiero al voto del doctor Ursi en virtud de los siguientes fundamentos coincidentes.


      1. La acción es uno de los presupuestos necesarios que legitiman el obrar jurisdiccional y de acontecer su extinción, no se podría dictar pronunciamiento sobre el fondo de la cuestión. Es así que el Estado de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 62 del Código Penal y en armonía con la normativa constitucional, tiene un límite temporal para imponer una pena por la comisión de un ilícito.

Para nuestra ley fundamental el poder penal es un poder especialmente limitado. No sólo se enfrentan a él las garantías expresas del artículo 18, sino que existen límites especiales, tales como la descentralización del ejercicio de ese poder (Constitución Nacional, artículo 75 inciso 12), la imposibilidad de aplicar la jurisdicción federal a los delitos cometidos por medio de la prensa (Constitución Nacional artículo 32), la  obligación de terminar los juicios criminales por jurados (Constitución Nacional artículos 24, 75 inciso 12 y 118), etc. Nuestra ley fundamental sigue el criterio que el poder penal debe estar especialmente limitado, por tratarse de un poder de alta intensidad. (Cfr: Alberto M. Binder. Prescripción de la acción penal. Doctrina Penal.  Año 13. pg.283. 1990).   En el mismo sentido, tanto la Convención Americana Sobre Derechos Humanos (artículo 8.1) como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.3.c.) declaran sobre la necesidad de ser juzgado en un plazo razonable, es decir, en mi criterio dar respuesta, reitero, en un plazo razonable para solucionar el conflicto.

En los E.E.U.U. el derecho a un juicio rápido tiene rango constitucional, así la Enmienda Sexta contempla que el acusado disfrutará del derecho a un juicio público y expedito a cargo de un Jurado imparcial. Para el procedimiento federal hay una legislación específica (Speedy Trial Act) que fija una especie de calendario que debe observarse para los distintos pasos desde el momento del arresto hasta llegar al juicio y en caso de incumplimiento, se dispone el archivo de la denuncia o la anulación del instrumento acusatorio. En el modelo estadounidense el fiscal debe no solo cuidar que el delito por el que acusa no esté prescripto, sino además que el imputado sea llevado a juicio dentro de los breves períodos que marca aquella legislación especial. (Cfr. Alejandro D. Carrió. El Enjuiciamiento Penal en la Argentina y los Estados Unidos, pgs. 67 y 102 n°100 Editorial Eudeba. 1990).


         Es de destacar, que al momento de resolver se encuentra en vigencia una nueva ley en vigencia que lleva el número 25.990 y resulta su aplicación menos gravosa para el acusado (artículo 9 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos).

Con el objeto de finiquitar el debate sobre las diversas interpretaciones que ha merecido la fórmula secuela de juicio y dejando a un lado la relación de esta última con nuestro orden constitucional; cierto es que el legislador, mediante la reforma introducida por la ley 25.990, especificó cuales son los actos procesales que interrumpen el curso temporal de la prescripción.

Y así, con independencia de la oportunidad y mérito que motivara la reforma, circunstancias que se encuentran fuera del alcance jurisdiccional,  corresponde determinar si la acción se encuentra extinguida a tenor de la nueva redacción del artículo 67 del Código Penal. 


2. Luego, teniendo en cuenta como acto interruptivo la resolución de fecha 10 de diciembre de 2001, al ser comprensiva de la expresión "citación a juicio" a que hace referencia el inciso d) del artículo 67 del Código Penal,  tal como fuera expresado el doctor Ursi, considero que la extinción de la acción por prescripción operó a los dos años de dicha resolución, es decir el día 10 de diciembre de 2003 al no existir otro acto interruptivo en el transcurso de dicho lapso. 


El término de dos años se corresponde al máximo de duración de la pena del delito por el cual fuera imputado. (artículos 94 -según ley 21.338-, 2, 62 inciso 2 y 67 -según ley 25.990- todos del Código Penal).


Tampoco se ha establecido que en ese lapso el procesado hubiese cometido otro delito en atención a lo informado. (artículo 67, cuarto párrafo, primera parte del Código Penal según ley 25.990).


De lo expuesto surge que corresponde declarar la prescripción de la acción por el delito que fuera imputado H. A. M., sin costas. (artículos 94,   59 inciso 3, 62 inciso 2, 67 -según ley 25.990- del Código Penal). VOTO POR LA AFIRMATIVA.
A la segunda cuestión el señor juez Borinsky dijo:

En atención al resultado que arroja el tratamiento de la cuestión precedente, corresponde declarar extinguida la acción penal ejercida en esta causa respecto de H. A. M., por prescripción, en orden al hecho de lesiones culposas, y en consecuencia sobreseer, sin costas, al nombrado (artículos 62 inciso 2º, 67  cuarto párrafo- según ley 25.990-, en función del artículo 94 del Código Penal y 323 inciso 1°, 530 y 531 del Código Procesal Penal). ASI LO VOTO.




A la segunda cuestión el señor juez doctor Ursi, dijo: 

Adhiero por los mismos fundamentos al señor magistrado preopinante. ASI LO VOTO.
A la segunda cuestión planteada el señor juez Domínguez dijo:


        En atención a lo resuelto en la cuestión primera corresponde declarar la prescripción de la acción penal en la presente causa respecto del procesado H. A. M. en orden al delito de lesiones culposas (artículos 2, 94 -según ley 21.338-, 59 inciso 3, 62 inciso 2, 67 -según ley 25.990- del Código Penal). ASI LO VOTO.

Con lo que no siendo para más, se dio por finalizado el Acuerdo, dictando el Tribunal la siguiente




RESOLUCIÓN




DECLARAR EXTINGUIDA la acción penal ejercida en esta causa respecto de H. A. M. por prescripción, en orden al hecho de lesiones culposas, y en consecuencia, SOBRESEER, al nombrado sin costas.

Rigen los artículos 62 inciso 2°, 67 –según ley 25.990-  y 94  del Código Penal; 323 inciso 1°, 530 y 531 del Código Procesal Penal.




Regístrese, pase a la Presidencia del Tribunal para sus correspondientes notificaciones y comunicaciones, y oportunamente archívese. 

Fdo.: Ricardo Borinsky – Juan Carlos Ursi – Federico G. J. Domínguez

Ante mí: Andrea Karina Echenique
